Nº 1-20
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las diez horas treinta minutos del veintisiete de enero de dos mil veinte.
Sesión ordinaria con asistencia delos másteres Carlos Montero Zúñiga, Miguel Ovares Chavarría y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano.
ARTÍCULO I
Documento N° 1-2020
Debido a que la Corte Plena en el presente día juramentó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se procede con la elección de la persona integrante que será designada como presidente, por lo anterior, el licenciado Arnoldo Hernández Solano, quien ostenta la mayoría de edad entre los otros integrantes, procede a abrir votación pública para el nombramiento.
El integrante Mauricio Villalta Fallas, propone al integrante Montero Zúñiga para el cargo de presidente de la Junta Administradora.
El Integrante Miguel Ovares Chavarría, Arnoldo Hernández Solano, Lucrecia Ruiz Rojas e Ingrid Moya Aguilar, apoyan la propuesta planteada por el integrante Villalta Fallas.
El integrante Montero Zúñiga agradece y acepta el cargo de presidente de la Junta Administradora del Fondo.
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En razón de lo manifestado, se acuerda lo siguiente: Se tiene por designado al máster Carlos Montero Zúñiga como presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por el periodo del 27 de enero de 2020 hasta el 26 de enero de 2021, el cual tendrá facultades de apoderado generalísimo sin límites de suma, no obstante, para comprar, vender e hipotecar bienes inmuebles, así como firmar contratos requiere el acuerdo de la Junta Administradora.
 Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, de la Corte Plena, del Consejo Superior y de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO II
Documento N° 2-2020
El integrante Montero Zúñiga procede con la elección de las personas integrantes que ocuparán los otros puestos del directorio de la Junta Administradora, por lo anterior, se inicia la votación respectiva, en el siguiente orden:
Para el cargo de Vicepresidencia representando a los integrantes elegidos por el colectivo judicial, se tiene designado por unanimidad al licenciado Arnoldo Hernández Solano.
Para el cargo de Secretaría de la Junta Administradora, por unanimidad, se tiene por designada a la licenciada Lucrecia Ruiz Rojas.
Para el cargo de Tesorería de la Junta Administradora, por unanimidad, se tiene por designada a la licenciada Ingrid Moya Aguilar.
Para el cargo de la persona directora 1 de la Junta Administradora, por unanimidad, se tiene por designado al máster Miguel Ovares Chavarría.
Finalmente, para el cargo de la persona directora 2 de la Junta Administradora, por unanimidad, se tiene por designado al máster Mauricio Villalta fallas.
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Se acordó: Conforme a la votación anterior, el directorio de la Junta Administradora del Fondo queda de la siguiente manera: 
Vicepresidente: Licenciado Arnoldo Hernández Solano.
Secretaria: Licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas.
Tesorera: Licenciada Ingrid Moya Aguilar.
Director 1: Máster Miguel Ovares Chavarría.
Director2: Máster Mauricio Villalta Fallas.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, de la Corte Plena, del Consejo Superior y de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO III
Documento N°3-2020
	Para un correcto inicio de funciones de esta Junta Administradora, es indispensable contar con el apoyo directo de las dependencias del Poder Judicial hasta tanto se logre una adecuada estructura, por lo anterior, se suscribe el siguiente convenio:
“Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial

N° 3-2020

Entre nosotros, el Poder Judicial, cédula jurídica número dos tres cero cero-cero cuatro dos uno cinco cinco, representado por el señor Fernando Cruz Castro, mayor, casado, Doctor en Derecho, vecino de Sabana Sur, cédula 1-0388-0486; en carácter de Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, actuando conforme al inciso 1° del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, quien en adelante se denominará “PODER JUDICIAL” y la Junta Administradora  del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, órgano-persona, funcional, técnica y administrativamente independiente, con capacidad jurídica instrumental y de actuar suficiente para este acto, cédula jurídica número tres - uno uno cero – siete cinco nueve seis ocho ocho, en lo sucesivo denominada “LA JUNTA ADMINISTRADORA”, representada en este acto por el señor Carlos Alberto Montero Zúñiga, economista, con cédula de identidad número 1-0671-0876, vecino de Montes de Oca, casado, en su condición de Presidente de la Junta Administradora, nombrado de conformidad con la sesión N° 01-2020, artículo I, celebrada el 27 de enero de 2020, acordamos suscribir el siguiente convenio específico con base en los siguientes considerandos y cláusulas:

CONSIDERANDO

1. Que la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial fue creada mediante la “Ley de reforma integral a los diversos regímenes de pensiones y normativa conexa”,N° 9544 de 24 de abril del 2018, publicada en La Gaceta N° 89 de 22 de mayo del 2018, como un órgano con personalidad jurídica instrumental, con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para la administración del indicado Fondo de Pensiones y Jubilaciones.

1. Que, de acuerdo con la disposición transitoria N° I de la ley referida, la Junta Administradora debe quedar conformada e iniciar operaciones, a más tardar, seis meses después de la entrada en vigor de la ley creadora de esa Junta; plazo se debió prorroga hasta el 1° de febrero de 2020, en tanto que no es sino hasta dicha fecha, en que el órgano máximo de Dirección estuvo plenamente conformado y debidamente constituido conforme lo dispuesto en la Ley 9544.

1. Que a partir del día 1 de febrero de 2020 la Junta Administradora asumirá plenas competencias en el marco de lo establecido en la Ley 9544, correspondiéndole la adopción de actos administrativos para el cumplimiento de los fines, siendo así que por criterios técnicos y de la lógica, requerirá el respectivo apoyo para la toma de decisiones. 

1. Que al encontrarse al inicio de sus operaciones la Junta Administradora no cuenta con la estructura orgánica ni funcional, ni posee los recursos mínimos necesarios para asegurar la continuidad, confiabilidad y eficiencia de sus operaciones, siendo así que por el ámbito de sus competencias no es procedente que la toma de decisiones se detenga, toda vez que afectaría la situación jurídica subjetiva de las personas jubiladas y pensionadas, las expectativas de derecho de los cotizantes y podría generar pérdidas al fondo, dada la necesidad de adoptar decisiones técnicas y oportunas tanto en las inversiones a realizar como en el necesario control de los fondos existentes en la actualidad.  

1. Que realizada una valoración de oportunidad y conveniencia y dado que el indicado órgano se encuentra en proceso de inicio de operaciones, a fin de garantizar continuidad, eficiencia, eficacia, asegurar confiabilidad en sus operaciones y evitar pérdidas en los fondos administrados, se determinó la necesidad de que el Poder Judicial brinde apoyo logístico temporal a la Junta Administradora, para que esta pueda realizar sus operaciones sin afectar el interés público ni a terceros, y hasta que no se cuente con las condiciones necesarias e idóneas para que su funcionamiento pueda ser realizado de manera autónoma e independiente.

1. Que en orden a garantizar el adecuado funcionamiento de la respectiva Junta y en razón de la relación interorgánica existente entre la Junta Administradora y el Poder Judicial, se ha realizado una valoración técnica de aquellas actividades, procesos y recursos que resultan necesarios de contemplar en el apoyo que le será suministrado con carácter temporal y en el entendido de que la Junta deberá realizar las acciones necesarias para en forma técnica, paulatina y razonada, ir asumiendo la gestión con su propia estructura orgánica y funcional para realizar sus  fines.    

1. Que toda decisión administrativa debe ser fundamentada en las reglas unívocas de la ciencia y la técnica y los principios de la justicia, lógica y conveniencia, siendo así que al operar una relación interorgánica, se estima procedente que se adopte las medidas más razonables a efecto de asegurar el inicio y consolidación de la Junta en la forma que tenga mayor conformidad con el interés público, el menor riesgo operativo y aprovechando la experticia del recurso humano, la infraestructura tecnológica y los procesos ya existentes en el Poder Judicial, de manera temporal y hasta tanto el órgano, que empieza a ejercer competencias, no cuente con los medios para cumplir sus fines legales.   

1. Que existe un interés conjunto del Poder Judicial y la Junta de formalizar el presente convenio de apoyo, a fin de evitar cualquier acción u omisión que pudiera generar responsabilidad administrativa para el órgano y para el Estado y a efecto de garantizar la continuidad y confiabilidad de las operaciones, dado el volumen de recursos a administrar por el fondo y el impacto que podría tener toda decisión en miles de familias de personas cotizantes, jubiladas y pensionadas.   

1. Que, de conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 del Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, la Auditoría Judicial emitió informe N° 1152-17-UJ-2018, dentro del cual se indicó que la colaboración que el Poder Judicial diera a la Junta Administradora deberá formalizarse mediante un acto singular de acuerdo institucional, en el que se establezcan las responsabilidades de las partes.

1. Que el convenio de cooperación respectivo es el instrumento jurídico idóneo para precisar y delimitar el marco de apoyo y colaboración que el Poder Judicial brindará a la Junta Administradora, a efecto de asegurar la continuidad y confiabilidad del servicio que esta prestará en el marco de sus competencias legales.

1. Que cada unidad técnica involucrada en los procesos de apoyo a las competencias de la Junta Administradora ha identificado las actividades necesarias para garantizar la continuidad, confiabilidad y eficiencia de las respectivas operaciones y que serán necesarias de mantener en colaboración temporal hacia el órgano creado por la Ley 9544.  

1. Que las partes han estimado oportuno fijar un plazo de ejecución del presente convenio de dos años, prorrogables hasta por un período igual.  Se establece este plazo, ya que en principio se estima como el adecuado, para que la Junta Administradora puede realizar las acciones necesarias para contratar su propio personal, adjudicar procesos de contratación que le permitan contar con su bienes y servicios propios, así como emitir reglamentos, manuales, directrices, entre otros, que le permitan regular su accionar, así como contar con los mecanismos de control necesarios para su operación.

1. Que, al existir las condiciones normativas e institucionales propicias y al advertirse una necesidad de interés público para la tutela de los fondos públicos y los derechos e intereses legítimos de terceros, se advierte la procedencia de formalizar la relación de cooperación temporal entre ambas partes suscribientes, el Poder Judicial y la Junta Administradora,

ACUERDAN:

CLÁUSULA PRIMERA: del objeto.

El objeto del presente convenio es establecer los términos y condiciones, bajo las cuales el Poder Judicial dará servicios, recursos y el apoyo logístico necesario en préstamo temporal a la Junta Administradora, de manera que esta asuma de manera paulatina y cuente con las condiciones necesarias para implementar plenamente, con recursos propios, sus competencias asignadas por la Ley N° 9544; hasta que llegue a tener la autosuficiencia necesaria para funcionar de manera independiente. 

Las labores y servicios referidos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se faciliten a la Junta Administradora serán en el ámbito estrictamente operativo dentro del marco de lo dispuesto en el presente convenio, bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a la supra citada ley de su creación, sin perjuicio de lo que disponga el Consejo Superior del Poder Judicial, aplicando criterios de legalidad, necesidad, oportunidad y conveniencia.

Para ello, una vez que la Junta Administradora entre en operación, se elaborará un proyecto conjunto con el Poder Judicial para el desarrollo de las actividades que se acuerdan en este convenio, delimitando el espacio de tiempo durante el cual se ejecutarán, de forma tal que, al concluir el plazo máximo previsto, hayan sido asumidas por la Junta Administradora en su totalidad.

CLÁUSULA SEGUNDA: METODOLOGIA: Lineamientos generales sobre el concepto del apoyo especial institucional del Poder Judicial a la Junta Administradora.

Mediante el presente convenio, el Poder Judicial establece los servicios de apoyo temporal que está en condiciones de brindar a la Junta dentro del marco de la legalidad, oportunidad y conveniencia y para tal fin define los procesos macro y las actividades específicas que se continuarán brindando para la adecuada toma de decisiones por el órgano.

En cuanto al préstamo de activos físicos o intangibles, estos se mantienen en poder y administración del Poder Judicial, conforme a sus políticas y regulaciones internas en materia de inventario, mantenimiento y cuidado; sin detrimento de que, con posterioridad, se trasladen para uso y responsabilidad de la Junta Administradora, si ésta optare por ubicarse en un espacio físico externo a las instalaciones del Poder Judicial.

Los activos que se brinden en préstamo, y que estarán en poder y uso de la Junta Administradora, se trasladarán mediante listas debidamente inventariadas y con actas de recibo de bienes en préstamo temporal, documentos que serán anexados al presente convenio, en el desarrollo de su ejecución.  

En cuanto al espacio físico, el Poder Judicial brindará a la Junta Administradora, las facilidades para sus reuniones periódicas y para el desarrollo de las labores operativas, en tanto logre disponer de su propia infraestructura.

Por otro lado, en lo que respecta al préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes, de la Junta Administradora, los servicios de estas personas serán cedidas y facilitadas, según se requiera, bajo los lineamientos esbozados por la Contraloría General de la República, en criterio N° 11481 (DFOE-PG-0436) de 10 de agosto de 2018; transcrito por la Auditoría Judicial en oficio N° 1152-17-UJ-2018 de 11 de setiembre de 2018.

Lo anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales.   

CLÁUSULA TERCERA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios de Tecnología de la Información.

Los servicios que brindará la Dirección de Tecnología de Información a la Junta Administradora, relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, van desde el aprovisionamiento de redes y comunicaciones, tales como la telefonía, la conectividad a Internet, la Intranet y otras herramientas tecnológicas, los servicios de infraestructura base tales como  servidores, bases de datos, almacenamiento y seguridad informática, hasta el soporte a las personas usuarias con los incidentes o mejoras en la infraestructura tecnológica, que se puedan presentar en cualquiera de las dimensiones de los servicios tecnológicos. 

Las mejoras tecnológicas que la Junta Administradora requiera sobre los sistemas informáticos, en temas relacionados con la Dirección de Gestión Humana, deberán ser coordinados con la referida Dirección, de manera que se eviten al máximo los riesgos de afectación negativa de los servicios que otorga Gestión Humana a toda la población judicial.


Los servicios que brindará la Dirección de Tecnología de Información a la Junta Administradora, relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se darán de la siguiente manera:

· El aprovisionamiento de redes y comunicaciones, tales como la telefonía, la conectividad a Internet, la Intranet, acceso a las aplicaciones y otras herramientas tecnológicas, así como los servicios de seguridad informática se brindarán solamente en instalaciones del Poder Judicial y estarán limitados por las capacidades y lineamientos que la Dirección de Tecnología de Información define.

· Los servicios de infraestructura en Centro de Datos del Poder Judicial, tales como servidores, bases de datos, almacenamiento, se brindarán conforme a las capacidades y lineamientos que la Dirección de Tecnología de Información define.   En el caso que la Junta Administradora traslade su personal a instalaciones externas al Poder Judicial, el acceso a estos servicios deberá ser a través de la red Extranet con la cual el Poder Judicial interconecta con otras instituciones para lo cual la Junta Administradora deberá cumplir con el Protocolo de Interconexión con otras instituciones.

· El servicio de atención de incidentes y solicitudes de servicio reportados por los funcionarios que laboran para la Junta Administradora será atendidos siempre y cuando sean sobre servicios, aplicativos o dispositivos que le provee el Poder Judicial como parte de este convenio. 

· El personal de la Junta Administradora sean servidores judiciales cedidos por el presente convenio o nuevo recurso humano contratado, están sujetos a cumplir el Reglamento del Gobierno, la Gestión y el uso de los servicios Tecnológicos del Poder Judicial, así como los lineamientos, circulares y directrices de la Dirección de Tecnología de Información.

En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso. Sin embargo, si se requiere de mejoras o migración a nuevas plataformas el financiamiento de estos cambios deberá ser suplido por la Junta Administradora del Fondo, y previa aprobación del Consejo Superior, como autoridad encargada de la política administrativa del Poder Judicial, según lo regula la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se deberá valorar la disponibilidad del recurso humano de la Dirección de Tecnología de Ia Información.

A continuación, el detalle de los sistemas que se brindarán, y que son utilizados en las gestiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:

	1. Sistema de Inversiones

	Módulos o Subsistemas utilizados
	Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.

	· 99 funcionalidades
· 81 reportes
	Sistemas del Poder Judicial:
· Sistema Contable del Poder Judicial
· Sistema de Seguridad PJ
· Componente de Envío Masivo de Correos Electrónicos




Sistemas o Entidades Externas:
· Banco Central de Costa Rica: Utiliza servicios en línea del BCCR.
· Superintendencia de Pensiones: Generación de Archivos de inversiones.

	1. Sistema de Gestión Humana

	Módulos o Subsistemas utilizados[footnoteRef:1] [1:  Se aclara que, la función de estos subsistemas es brindar información de toda la población judicial activa, por lo que servirán de fuente para la información que será captada por el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por medio de interfases; por lo cual no debe interpretarse que la Junta Administradora del FJPPJ podrá tener acceso irrestricto al detalle de dichos submódulos, sin la autorización necesaria, en apego a la normativa vigente sobre protección de datos del ciudadano.] 

	Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.

	· Subsistema de Administración de Personal
· Subsistema Administración Salarial
· Subsistema de Proposición Electrónica de Nombramientos
· Subsistema de Reclutamiento y Selección
	Sistemas del Poder Judicial:
· Sistema Contable del Poder Judicial
· Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

	1. Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

	Módulos o Subsistemas utilizados
	Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.

	

El Sistema está conformado por 300 funcionalidades, está integrado con 
Módulos del Sistema:
· Seguridad del Sistema
· Parámetros Generales
· Reconocimiento de Tiempo Servido
· Cálculo de Jubilación
· Cálculo de Pensión
· Aportes
· Reajustes
· Gestión de Pagos
· Información Personal
· Exclusiones y Liquidaciones
· Interfases Internas y Externas
· Deducciones
Servicios disponibles en la Intranet del Poder Judicial:
· Calculadora de Jubilación
· Solicitud de Jubilación
Servicios disponibles en el Portal Web del Poder Judicial:
· Carga de Deducciones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (utilizado por las Entidades Deductoras).
· Emisión de Certificaciones del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial. (Disponible para otros regímenes de 

Pensiones tales como la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, Ministerio de Trabajo y Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la C.C.S.S.)
· Solicitud de Pensión derivada del fallecimiento de (ex) funcionarios judiciales.
· Trámite para la Solicitud de acrecimiento de pensión.
· Consulta de Planilla de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial.
	

Sistemas del Poder Judicial:
· Sistema Contable del Poder Judicial
· Sistema de Gestión Humana: Existe total dependencia de la información del Empleado para el Cálculo de Beneficios y el Reconocimiento de Tiempo Servido. Así mismo, para generar el pago de Jubilados debe estar finalizado el pago de empleados con el fin de calcular la “Renta Conjunta” con la sumatoria de los montos pagados en GFH y el Fondo de Jubilaciones para reportarlo Ministerio de Hacienda)
· La coordinación entre las oficinas encargadas de la generación de pagos deberá ser oportuna, de manera que se cumpla con el calendario establecido por el Ministerio de Hacienda, para realizar los referidos pagos.
Interfaces con Entidades Externas:
· Tribunal Supremo de Elecciones: Utiliza servicios en línea del TSE.
· Entidades Bancarias: Genera archivos de Pago para las Entidades Bancarias.
· Superintendencia de Pensiones: Generación de Archivos de Aportes de Empleados, Jubilados y Pensionados para la SUPEN.
· Entidades Deductoras: Recibe archivos 

de Carga de deducciones y genera resultados de las deducciones aplicadas.
· Otros Regímenes de Pensiones:
Se tienen convenios recíprocos para certificar si una persona pertenece a otros regímenes de pensiones, tales como Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, Ministerio de Trabajo y Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la CCSS.
· Caja Costarricense del Seguro Social:
Cruce de información con la CCSS para validar si algún jubilado y pensionado del Poder Judicial emitió aportes adicionales a esa entidad.
· Ministerio de Hacienda:
El Sistema del Fondo de Jubilaciones genera un Reporte que permite al Departamento Financiero Contable reportar de forma mensual la Renta aplicada a los Jubilados y Pensionados al Ministerio de Hacienda.

	1. Sistema Contable del Poder Judicial

	Módulos o Subsistemas utilizados
	Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.

	El Sistema está conformado por 154 interfaces con otros sistemas y 349 funcionalidades y reportes.
Módulos del Sistema:
· Libro de Bancos

· Cuentas por Cobrar
· Cuentas por Pagar
· Cajas
· Contabilidad
· Conciliaciones
· Interfases Internas y Externas
· Interfases SIGA-Contabilidad
· Parámetros
	Sistemas del Poder Judicial:
· Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

· Sistema de Gestión Humana.
· Sistema de Inversiones.
· Sistema de Ejecución Presupuestaria.
· Componente de Envío Masivo de Correos Electrónicos
Interfaces con Entidades Externas:
· Superintendencia de Pensiones: Generación de Archivos de Saldos Contables.




La Dirección de Tecnología de la Información brindará el soporte a las aplicaciones antes señaladas; sin embargo, es necesario que la Junta Administradora destine recursos para:

1. La Administración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y del Sistema de Inversiones.

1. El desarrollo de las mejoras que se requieran en cualquiera de los dos sistemas. En el caso del sistema de Inversiones se tiene una lista de mejoras identificadas por el Departamento de Financiero Contable que deben ser atendidas. (Anexo1) 

1. Rediseñar las interfaces entre el Sistema del Fondo de Jubilados y el Sistema de Gestión del Factor Humano, ya que actualmente ambos sistemas están totalmente entrelazados para poder operar, de hecho las bases de datos de ambos sistemas deben estar instaladas en el mismo equipo servidor de base de datos, por lo que se recomienda hacer un rediseño de las interfaces entre ambos sistemas, para que en caso de que la Junta Administradora requiera el traslado del sistema del Fondo a otra plataforma, el mismo pueda operar mediante servicios que consuman la información requerida del Sistema de Recursos Humanos.

1. Definir el Sistema Contable que utilizará la Junta Administradora del Fondo.
[image: 6DE0C19D]
Tal y como se puede apreciar en el gráfico anterior, el Poder Judicial cuenta con un Sistema Contable que está totalmente integrado con el Sistema del Fondo de Jubilados y el Sistema de Inversiones. Por lo que en caso de que la Junta Administradora defina utilizar un sistema contable diferente, se deberán hacer ajustes importantes en el sistema del Fondo y en el sistema de Inversiones.

1. La migración de los sistemas a nuevas plataformas para garantizar la continuidad del servicio.

1. Analizar el sistema de seguridad a utilizar, actualmente ambos sistemas (Fondo de Jubilaciones e Inversiones) utilizan el sistema de Seguridad PJ y el Sistema de Mensajería Judicial.

1. El Poder judicial también dispone de un sitio web en el cual se puede acceder a la información por parte de los Jubilados, aspecto que también deberá ser valorado por la Junta.

Además, la Junta Administradora debe disponer de un enlace dedicado con el Poder Judicial para el acceso requerido a los sistemas. En este aspecto la Dirección de Tecnología puede colaborar con la recomendación de los requerimientos técnicos y de red.

Cabe destacar que, los servicios informáticos se brindarán a la Junta Administradora, con los recursos implícitos necesarios, tanto humanos como de software, hardware y otros necesarios, mediando acta de entrega, si ello amerita; esto, en tanto la Junta Administradora adquiere total capacidad de funcionamiento independiente, sea, en el plazo de vigencia del presente convenio de cooperación. Se aclara que las nuevas necesidades del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deben ser financiadas por la Junta Administradora.

CLÁUSULA CUARTA. De los derechos de propiedad intelectual: 

En cuanto a los derechos de propiedad intelectual de los sistemas informáticos facilitados a la Junta Administradora, estos son exclusivos del PODER JUDICIAL, ya sea como creador de ellos o porque los adquirió mediante contratación administrativa. En virtud de lo cual se deberá respetar en todo, la propiedad intelectual de esos sistemas, de conformidad con la Ley de Derechos de Autor, misma ley que se tiene por incorporada para todos sus efectos al presente Convenio.

CLAUSULA QUINTA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios del Macroproceso Financiero Contable.
El Macroproceso Financiero Contable, brindará el apoyo por medio de las labores ya establecidas para algunos de sus servidores, dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. Se facilitará cada uno de los servidores destacados y sus labores, así como los activos asignados a cada uno de ellos, para la consecución de sus tareas referentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Tal y como se estableció en la cláusula primera, las labores y servicios referidos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se faciliten a la Junta Administradora serán en el ámbito estrictamente operativo, bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a lo dispuesto en la referida ley de creación de esa Junta. 

Las labores y servicios sustantivos que el Macroproceso Financiero Contable brindará a la Junta Administradora serán los siguientes:

1. Gestión de pago de asignaciones a las personas jubiladas y pensionadas, así como a las entidades deductoras y pensiones alimentarias. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. [bookmark: _Hlk29588989]Pago de ajustes por costo de vida y diferencias en beneficios de jubilación y pensión. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Gestión del Reporte y pago de SICERE Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación).

1. Gestión del Reporte y pago de Impuesto sobre la renta. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación). así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Gestión de pago de aguinaldo de las personas jubiladas y pensionadas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Plataforma de servicios (constancias y certificaciones de asignación de beneficios, de pertenencia al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y para la Operadora de Pensiones, así como Generación de claves de Acceso para consultas a través de la página Web). Labor efectuada por un Asistente Administrativo y profesional II (coordinación). La emisión de estas certificaciones no requiere aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ, y pueden ser emitidas en las sedes administrativas regionales del Poder Judicial.

1. Gestión de estudios y recuperación de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ por los conceptos: impuesto de renta, reconocimiento de tiempo servido y sumas pagadas de más a jubilados y pensionados. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Conciliación y arqueos de títulos valores de inversión con recursos del FJP. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Gestión de traslado de cuotas de aportes de otros Regímenes de Pensiones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones producto del reconocimiento de tiempo servido. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Liquidaciones de personas jubiladas y pensionadas fallecidas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Giros de consignación de prestaciones de personas beneficiarias fallecidas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Cálculo y traslado de cuotas de aportes a otros Regímenes de Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Devolución de sumas rebajadas de más a favor de personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Elaboración del ciclo contable asociado, tanto para la JAFJPPJ como para el FJPPJ. Labor efectuada por un Profesional I y Coordinador de Unidad I, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Análisis y remisión de Informes mensuales a la SUPEN, Auditoría Interna y/o Externa, Medios de Prensa, Entes Gremiales, Oficinas Internas del Poder Judicial). Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Análisis de normativa legal aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y su implementación. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Gestión de portafolios financieros. Labor efectuada Técnico Administrativo II, por un Profesionales II, así como Coordinadores de Unidad III y Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
1. Gestión integral de riesgos. Labor efectuada Profesional II, así como el Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Estudios especiales. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

1. Administración de contratos por servicios accesorios. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.

Los contratos por servicios accesorios que el Macroproceso Financiero Contable administra se detallan a continuación:

	Número/Vencimiento
	Concepto
	Proveedor

	Número Contrato:
040115
Fecha Vencimiento:
22-09-2019

	Contratación Externa de Servicios Profesionales en Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
	MSc. Raúl Hernández González

Está en proceso de firma el nuevo contrato.

	Número Contrato:
027118
Fecha Vencimiento:
15-06-2022

	“Contrato de Servicio de Asesoría Profesional en Materia Económica, Inversiones, Bursátil y Financiera para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”
	MSc. Edi Velázquez Chávez

	Número Contrato:
176/2014
Fecha Vencimiento:
Indefinido

	“Contrato de Servicios de Acceso a los Sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias”
	Cam-X Tecnologies S.A. (Bolsa Nacional de Valores).

	Número Contrato:
026117
Fecha Vencimiento:
31-05-2021

	“Contrato de Arrendamiento de Software Informático para el Cálculo y Generación de Reportes de Indicadores de Riesgo Financiero de los Portafolio de Títulos Valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” Este contrato lo administra la Dirección de TI, específicamente por medio de la Unidad de Apoyo Administrativo de esa Dirección. 
	Valmer Costa Rica S.A.

	Número Contrato:
013118
Fecha Vencimiento:
12-03-2022

	“Contrato para el Servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”
	MSc. Ronald Arturo Chaves Marín.

	Número Contrato:
077118
Fecha Vencimiento:
16-01-2022
	Contratación para la Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para los períodos 2018,2019,2020.
	Despacho Carvajal y Colegiados





CLAUSULA SEXTA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios de la Dirección de Gestión Humana.

La Dirección de Gestión Humana brindará a la Junta Administradora, los siguientes servicios para la administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial:

· Informe de jubilación
· informe de pensión
· Informe de resultados de cálculo de reajustes de jubilación
· Informe de resultados de cálculo de reajustes de pensión
· Informe de acrecimiento de pensión
· Informe de redistribución de porcentajes en pensión
· Informe de resultados de cálculo de incremento por costo de vida
· Informe de resultados cálculos por reactivación de jubilación
· Informe de concesión de cálculo de Incapacidad Absoluta y Permanente
· Informe para la valoración de la Comisión Calificadora de Caja para que ese ente pueda determinar si la persona se encuentra en estado de incapacidad para seguir laborando.
· Cálculo de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones públicas.
· Generación de aportes de servidores, en casos requeridos por la SUPEN.

Se aclara que, posterior a la finalización de la relación de cooperación derivada del presente convenio, corresponderá a la Dirección de Gestión Humana continuar brindando los informes de constancia de tiempo servido (y/o reconocido), así como los últimos 240 salarios y además conformar los expedientes que se diligencien, en relación con las solicitudes de valoración médica, tendentes a determinar la incapacidad absoluta para desempeñar funciones remuneradas. 

CLÁUSULA SETIMA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios del Departamento de Proveeduría:

El Departamento de Proveeduría, brindará el apoyo para conducir los procedimientos de contratación, bajo los lineamientos que dicta la Ley y Reglamento de Contratación Administrativa; además de administrar los suministros y activos del inventario institucional y llevar a cabo los procedimientos sancionatorios en caso de incumplimiento de las empresas contratistas. Tal y como se estableció en la cláusula primera, las labores y servicios referidos, que se faciliten a la Junta Administradora serán en el ámbito estrictamente operativo, bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a lo dispuesto en la referida ley de creación de esa Junta. 

Las labores y servicios sustantivos que el Departamento de Proveeduría brindará a la Junta Administradora serán los siguientes:

· El Proceso de Administración de Bienes se encargará de adquirir, recibir, custodiar, administrar y asignar, los activos y materiales que requieren la Junta Administradora.

· El Proceso de Adquisiciones se encargarán de procesar todas las adquisiciones de bienes y servicios que requiere la Junta Administradora.

· El Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, asesorará, fiscalizará y propondrá a la Junta la aplicación de sanciones pecuniarias a quienes incumplan o cumplan defectuosamente con los términos contractuales pactados. 

Corresponderá a la Junta tomar las decisiones en cuanto a adjudicaciones y decisiones en materia de contratación agotando la vía administrativa.

CLÁUSULA OCTAVA: De la colaboración de otras dependencias. Como apoyo complementario y específico a la función del Fondo, el Poder Judicial brindará las siguientes colaboraciones adicionales y temporales: 

1. Apoyo del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.

A solicitud de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional brindará el apoyo y soporte en materia de comunicación a la Junta, hasta tanto no se cumpla el término que se defina en el proyecto a que se refiere el párrafo final de la cláusula primera, para que la Junta asuma dicha función, lo que comprenderá elaboración de estrategias de comunicación que abarquen campañas internas y externas sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Lo anterior en el entendido de que tendrá prioridad en su gestión la labor desarrollada para el Poder Judicial, no pudiendo generarse ningún tipo de comunicación en perjuicio o que ponga en riesgo la imagen de este Poder y siendo la decisión final respecto de las respectivas estrategias, competencia de la Junta.  

1. Apoyo del Departamento de Trabajo Social y Psicología.

El Departamento de Trabajo Social y Psicología continuará con la realización de los estudios para el otorgamiento, no otorgamiento, acrecimiento y suspensión para las pensiones, así como aquellos que requiera la Junta Administradora para el cumplimiento de sus funciones.

La decisión final con respecto a dichos actos técnicos preparatorios será competencia de la Junta.

1. Apoyo de la Dirección Jurídica:

La Dirección Jurídica designará un funcionario para que conozca y emita los criterios relacionados con la Junta Administradora del Fondo, en el entendido que 

únicamente para esos efectos, dicho órgano contará con una relación de dirección con el servidor. Lo anterior, en el entendido de que dicho apoyo se brindará por el servidor previa valoración de que el criterio solicitado no implique un conflicto de intereses entre el Poder Judicial y la Junta y en el entendido de que su labor ordinaria hacia el Poder Judicial tendrá carácter prioritario en sus labores.  

La decisión final con respecto a dichos actos técnicos preparatorios será competencia de la Junta.

1. Apoyo de la Secretaria General de la Corte y Consejo Superior:

La Secretaria General continuará con el apoyo en temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en cuanto a la elaboración de las agendas, actas y comunicación de acuerdos de la Junta Administradora del Fondo. 

CLÁUSULA NOVENA: De la colaboración de otras dependencias. 

En caso de que la Junta Administradora del Fondo requiera colaboración de otras dependencias del Poder Judicial, en actividades específicas administrativas o de apoyo técnico complementario o conexo con las descritas en el presente convenio, para sus funciones, el Poder Judicial podrá brindar el apoyo temporal necesario, de acuerdo con sus posibilidades, sin que esto resulte en detrimento alguno del servicio público cometido al Poder Judicial, que será prioridad en todo momento. Para tal fin la Junta Administradora deberá solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial el apoyo específico de manera debidamente razonada, a efecto de que dicho órgano colegiado proceda a la valoración de la oportunidad y conveniencia de la colaboración requerida, previo criterio técnico que así lo estime procedente.  

Lo anterior en el entendido de que dicha colaboración no podrá implicar que el Poder Judicial asuma las competencias esenciales de aprobación y resolución que son competencia de la Junta y en el entendido de que no procederá la colaboración en aquellos casos en que no sea posible por razones de legalidad, oportunidad, conveniencia o que se llegue a determinar un eventual conflicto de intereses. 

CLÁUSULA DÉCIMA: De la propiedad de los activos y la relación laboral de los servidores facilitados a la Junta Administradora.  

Todos los activos facilitados a la Junta Administradora se mantienen como propiedad del Poder Judicial, y en los sistemas de inventarios existentes. En caso de que alguno de estos activos deba salir de las instalaciones físicas del Poder Judicial, la Junta será responsable por el resguardo, cuidado, mantenimiento y eventual reposición o reparación de estos; esto mismo aplica en cuanto al mantenimiento de los sistemas y equipos (software, hardware) puestos al servicio de la operatividad de la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Cualquier daño a activos o bienes intangibles propiedad del Poder Judicial deberá ser cubierto por la Junta con fondos propios.

Por su parte, las personas servidoras que sean designadas para apoyar a la Junta Administradora en su proceso de inicio de operaciones mantendrán su relación laboral con el Poder Judicial, la cual en nada varía ni se modifica, aún en cuanto a la potestad disciplinaria y todos los elementos de esa relación laboral entre este personal y el Poder Judicial.

CLÁUSULA DÉCIMAPRIMERA: Enlaces de comunicación, ejecución y seguimiento.

Para el desarrollo del presente Convenio, el Poder Judicial ha designado como punto focal de comunicación a la Secretaría General de la Corte, y como responsable del seguimiento, control y fiscalización del cumplimiento del presente convenio, al Consejo Superior, el cual se hará auxiliar de la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Por parte de la Junta Administradora, se designa a Carlos Alberto Montero Zúñiga, Integrante del Consejo Superior. Cada parte deberá notificar el nombre, teléfono, correo electrónico y otra información pertinente, a efecto de mantener esos datos actualizados, para la comunicación adecuada entre las partes, durante el devenir del convenio.

CLÁUSULA DÉCIMASEGUNDA: De la resolución de conflictos.

Cualquier controversia que pudiera surgir respecto a la interpretación, modificación y cumplimiento de este convenio, deberán resolverse mediante negociación de ambas partes, por medio de sus representantes o quienes estos designen para negociar en cada situación particular dada en el desarrollo de la relación de convenio, imperando siempre el principio de la buena fe de ambas partes para dirimir cualquier conflicto, ya sea de interpretación de este convenio, de su aplicación, y en general sobre las responsabilidades no acatadas de los suscribientes.

Lo anterior, sin perjuicio de las potestades que posee el Poder Judicial de acudir a las vías jurisdiccionales en caso de no lograrse una negociación efectiva entre las partes en un plazo oportuno y razonable.

CLÁUSULA DÉCIMATERCERA: De las competencias indeclinables del Fondo:

Corresponde a la Junta asumir las competencias decisorias, aprobatorias, anulatorias, revocatorias, normativas y cualquier otra que sea inherente a su naturaleza jurídica y competencia, así como las responsabilidades que se deriven de dichos actos administrativos frente a eventuales servidores, contratistas, cotizantes, jubilados, pensionados o terceros.

Es entendido que el presente convenio no podrá interpretarse en el sentido de que el Poder Judicial asume responsabilidad administrativa alguna con motivo de las decisiones u omisiones que la Junta asume, toda vez que este instrumento solo prevé actividades y procesos de apoyo administrativo temporal al órgano creado. 


CLÁUSULA DÉCIMACUARTA: De las modificaciones al convenio.

Las partes podrán modificar el presente documento por mutuo acuerdo, mediante la celebración y suscripción de la respectiva adenda, que se tramitaría y firmaría en apego al procedimiento establecido en el Manual para la Elaboración de Convenios del Poder Judicial. 

[bookmark: _Hlk30250447]CLÁUSULA DÉCIMAQUINTA: De la terminación anticipada.

Por motivos de interés público, oportunidad o conveniencia institucional, las partes suscribientes podrán solicitar la terminación total o parcial anticipada de este acuerdo y todo su objeto de cooperación, comunicándolo por escrito a la otra parte, con un mínimo de seis meses de antelación a la fecha en la cual se desee darlo por terminado.

Además, las partes prevén la posibilidad de acordar, mediante intercambios de notas, terminaciones parciales en cuanto al otorgamiento de algunos servicios; esto, en tanto ya no vayan siendo necesarios para la Junta Administradora, según su avance y desarrollo, camino a su autonomía e independencia funcional.

CLÁUSULA DÉCIMASEXTA: De la vigencia

El presente Convenio entrará en vigor a partir de su firma por ambas partes y regirá por el término de dos años, plazo que podrá prorrogarse tácitamente por un período igual y consecutivo, si ninguna de las partes emite su voluntad expresa de no prorrogar el convenio, con al menos tres meses antes de su vencimiento.

CLÁUSULA DÉCIMASETIMA: De la suscripción.

Por parte del Poder Judicial, este convenio se suscribe y formaliza según lo acordado por el Consejo Superior, en sesión N° 06-2020, celebrada el 23 de enero de 2020, Artículo LXXVIII.

Por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el presente convenio se suscribe y formaliza de conformidad con lo acordado en sesión de la Junta N°01-2020, celebrada el 27 de enero de 2020, Artículo I.

En fe de lo anterior y plenamente conformes firmamos en dos documentos originales de un mismo tenor, en San José el día ___ de ________de 2020.

	Dr. Fernando Cruz Castro
Presidente
Corte Suprema de Justicia
Poder Judicial
	
	MSc. Carlos Alberto Montero Zúñiga
Presidente
Junta Administradora del Fondo
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





(…)”
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Una vez analizado el convenio y por ser de interés del colectivo judicial y de las personas jubiladas y pensionadas, se acuerda: 1.) Aprobar la suscripción del convenio denominado “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.2.) Se autoriza al máster Carlos Montero Zúñiga en condición de presidente de esta Junta Administradora, a suscribir el citado convenio.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, de la Corte Plena, del Consejo Superior y de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IV
Documento N° 4-2020
CONSIDERANDO
1. Que esta Junta Administradora fue juramentada por la Corte Plena el día de hoy, 27 de enero de 2020, quedando debidamente constituida, conformada y habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
2. Que en este mismo día 27 de enero de 2020, fue designado el máster Carlos Montero Zúñiga, quien ostentará la representación legal y presidirá esta Junta Administradora, restando los trámites administrativos necesarios para que así conste la representación legal de dicho órgano con personalidad jurídica instrumental y pueda ejercitar las acciones necesarias para garantizar su continuidad, confiabilidad y debida operación.
3. Que de conformidad con el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública su actuación debe corresponder a los principios del servicio público, entre los cuales se encuentra la continuidad, eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.
4. Que el artículo 8 de la Ley General de Control Interno, establece el deber de todo ente público de contar con un sistema de control interno que garantice la confiabilidad, la seguridad de las operaciones, protegiendo y conservando el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal y garantizando su eficiencia y eficacia. 
5. A partir de hoy se procedea realizar las acciones que se requieran para iniciar la operación de esta Junta, siendo necesario adoptar las medidas preventivas que se requieran para que durante dicho proceso de transición temporal se continúe su operación, a efecto de que las inversiones necesarias para su sostenibilidad y las acciones que correspondan para el pago de jubilaciones y pensiones no se interrumpan y no se lesionen los derechos de las personas cotizantes, jubiladas, pensionadas y terceros que dependen del Fondo.  
6. Que por la naturaleza jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y dado que el legislador optó por un traslado de competencias interorgánicas entre el Consejo Superior del Poder Judicial y esta Junta, existen actualmente funcionarias de ese Poder, debidamente habilitadas, conocedoras y empoderadas para la emisión de los actos administrativos que corresponden para garantizar el servicio público en materia de inversiones y pago a las personas jubiladas y pensionadas.
7. Que dado lo anterior, a efecto de garantizar la continuidad y confiabilidad de las operaciones y evitar eventuales daños a las personas jubiladas y pensionadas y hacia sus familias, procede solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial el préstamo temporal de dichas servidoras, únicamente para efectos de ejecución de los actos aprobatorios y decisorios respectivos y en el entendido de que  mientras no realicen las acciones indicadas, las funcionarias continuarán prestando sus servicios y ejerciendo sus competencias para el Poder Judicial. 
POR TANTO
1) Solicitar al Poder Judicial el préstamo de las personas funcionarias que ostenten las jefaturas de la Dirección Ejecutiva y de la Dirección de Gestión Humana,únicamente para efecto de que ejecuten las acciones decisorias necesarias y concretas para asegurar la continuidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y hasta tanto no quede debidamente registrado en las unidades administrativas necesarias la designación del representante legal de este órgano. Lo anterior en el entendido mientras no realicen las acciones indicadas, las personas funcionarias continuarán prestando sus servicios y ejerciendo sus competencias para el Poder Judicial.
2) Una vez que el Consejo Superior del Poder Judicial emita el acuerdo respectivo que acoja la solicitud indicada, se tiene por debidamente habilitadas e investidas de las competencias necesarias a las personas funcionarias que ostenten las jefaturas de la Dirección Ejecutiva y de la Dirección de Gestión Humana,  para que a nombre y por cuenta de esta Junta realicen las acciones autorizatorias y decisorias necesarias y concretas para asegurarla continuidad  del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO V
Documento N° 5-2020
El integrante Miguel Ovares Chavarría, manifiesta que el integrante suplente Rodrigo Arroyo Guzmán, realizó una serie de comentarios sobre el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, las cuales deben ser valoradas por esta Junta Administradora del Fondo. Asimismo, la integrante Ingrid Moya Aguilar externa que ella también tiene algunos elementos a considerar sobre el citado convenio.




Por lo anterior, se acuerda: 1.) Analizar en una próxima sesión las observaciones supracitadas.2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del integrante suplente Arroyo Guzmán.
ARTÍCULO VI
Documento N° 6-2020
	De conformidad con la normativa de la Superintendencia de Pensiones, es indispensable la conformación de una serie de comités, por lo anterior, en consenso, los integrantes de esta Junta Administradora acuerdan lo siguiente: Se transcribe la conformación de los siguientes comités: 
Comité de Inversiones:
· Máster Carlos Montero Zúñiga.
· Máster Mauricio Villalta Fallas.
· Máster Edi Velásquez Chávez.
Comité de Riesgos:
· Máster Ronald Chaves Marín.
· Máster Miguel Ovares Chavarría.
· Licenciado Alexander Arguedas Vindas.
Comité de Auditoría:
· Licenciado Arnoldo Hernández Solano.
· Licenciada Lucrecia Ruiz Rojas.
· Licenciado Óscar Víquez Trejos.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones, de la Corte Plena, del Consejo Superior y de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial.
ARTÍCULO VII
Documento N° 7-2020
Es de suma importancia que el colectivo judicial conozca lo acordado por esta Junta en la presente sesión, por lo anterior, se acuerda: 1.) Solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional que comunique al colectivo judicial la conformación del directorio de la junta y la conformación de los respectivos comités. 2.) Solicitar al Departamento Financiero Contable que comunique a las personas jubiladas y pensionadas la información supracitada.
ARTÍCULO VIII
Documento N° 8-2020
Se entra a conocer los borradores de los reglamentos elaborados por esta Junta Administradora del Fondo, denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, los cuales se adjuntan a continuación:
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Una vez analizados los reglamentos, las personas integrantes de esta Junta Administradora, no tienen objeciones en cuanto a las propuestas planteadas, por lo anterior, se acuerda lo siguiente: 1.) Aprobar las propuestas de los documentos denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.) Remitir los documentos supracitados a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión y aprobación.3.) Mantener vigentes los reglamentos correspondientes a temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta tanto la Superintendencia de Pensiones apruebe la normativa emitida por esta Junta Administradora.
Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
ARTÍCULO IX
Documento N° 9-2020
En consenso realizado en la presente sesión, las personas integrantes de esta Junta Administradora convienenque se sesionará los lunes en la primera audiencia de cada semana y finalizarán las sesiones hasta tanto se conozcan la totalidad de los temas que incluya la agenda, por lo anterior, se acuerda: Comunicar al Consejo Superior que las sesiones ordinarias de la Junta Administradora se realizarán los lunes de cada semana en la primera audiencia y hasta que se conozca la totalidad de asunto que contenga la agenda, para que las personas integrantes de esta Junta que también son empleados judiciales se les otorgue los permisos necesarios para atender las sesiones, conforme lo establece el artículo N° 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y sea informado a las oficinas respectivas. 
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, de la Dirección de Gestión Humana y de la Secretaría de la Sala Constitucional.
-o0o-
A las 12:40 horas terminó la sesión.
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Buen día



(…)



Del documento adjunto, uno entiende es una prestación temporal de bienes y servicios, donde la Junta Administradora, desde el 1 de febrero próximo, deberá abocarse a prepararse para contar con las condiciones necesarias para implementar, con sus propios recursos, y que están dictadas en la Ley N° 9544.  Esta es una dirección para seguir, sin duda alguna. Para esto, se contaría con un plazo máximo de cuatro años.



Sé y comprendo que esto inicia, pero tengo los siguientes comentarios:



1. En la reunión que sostendrán los titulares, el lunes próximo, además de los puntos comentados la semana pasada, para la primera sesión, salvo mejor criterio, sería oportuno designar la o las personas que recibirán, verificarán y darán por aceptadas las listas que se enuncian en la cláusula dos del convenio.



1. Algo que habían expuesto Miguel Ovares e Ingrid, y se conversó la semana pasada, y que no queda claro en el convenio, es el tema de la dependencia jerárquica de las personas que colaboren con la Junta. 



1. En el caso de la DTIC, sería prudente aclarar con ellos el tema de correo electrónico, web de la Junta que no es lo mismo que del Fondo (como lo tiene hoy), y si lo referente al desarrollo de sistemas que deberán cumplir con lo establecido por la SUPEN (creo que Doña Lucrecia, sabe más de este requerimiento) está fuera del alcance del acuerdo (creo que sí), por lo que, deberían emitirse acuerdos al respecto.  



1. Para la DTIC, la atención de incidentes y solicitudes que sean reportados por la Junta Administradora, en el convenio, no se hizo una preferencia, es decir, van a entrar como reportes normales. Estos serían atendidos sobre los servicios, aplicativos o dispositivos que facilite el Poder Judicial, entonces pareciera que surge la necesidad por acercarse a la directora de DTIC, una vez establecida la Junta, y nombrados los puestos, a fin de que esa colaboración sea lo más pronta posible, dado que la aplicación de multas por parte de SUPEN, será más factible. Además, es necesario ir pensando en la asesoría de DTIC, para los sistemas que se requieran y la forma en que se contratarían los servicios (lo mejor, sería contar con empresas y personas que conocen las regulaciones técnicas del PJ, que es una excepción de ley)



1. ¿Cuál personal es el cedido a la Junta? ¿Entiendo que es solo para lo operativo, pero no es que hay dependencia jerárquica, cierto? Aquí el tema es necesario aclararlo, por lo referente a vacaciones, permisos, citas, teletrabajo…entre otros



1. El equipamiento y accesos al PJ, para quienes estamos fuera del PJ, no lo veo regulado. 



1. Se indica “La Dirección de Tecnología de la Información brindará el soporte a las aplicaciones antes señaladas; sin embargo, es necesario que la Junta Administradora destine recursos para…”, y más adelante se establece, como es lógico, el tema de la propiedad intelectual (eso lo hemos defendido desde el año 1998 con los sistemas contratados para el PJ). Aquí, es necesario, una vez instaurada la Junta, el coordinar a la brevedad con la DTIC, la preparación de los TDR a utilizar y presupuesto para atender los siete servicios o sistemas que requieren mejoras o decisiones, pero me surge la duda, sobre la propiedad intelectual, ¿se mantendría como se indica a pesar de la inversión que ejecutaría la Junta?  Sigo creyendo, como lo he manifestado, que la Junta es parte del PJ, por lo que los sistemas serían siempre del PJ, pero me queda la duda sobre la legalidad de la propiedad intelectual, si la Junta aporta y ejecuta mejoras.



1. Sobre los contratos que se tienen suscritos, y administra FICO, tengo una duda, entiendo que esos contratos están suscritos entre el Poder Judicial y las diferentes personas (físicas o jurídicas), no será necesario ejecutar una adenda a los contratos mediante la cual se aclare que los productos serán dirigidos a la Junta Administradora.  Sería oportuno un criterio legal, esto, por las responsabilidades que tienen las partes, conforme la Ley de Contratación Administrativa.



1. En el caso de GH, uno entiende que el listado de los informes y otras tareas, se mantendrán en el tiempo, más allá de los cuatro años del convenio, ¿es así?



1. Para la PRO, consulto a D. Miguel y a D. Carlos, para que la Junta cumpla con “Corresponderá a la Junta tomar las decisiones en cuanto a adjudicaciones y decisiones en materia de contratación agotando la vía administrativa”, ¿no es necesario un acuerdo del CS, donde se delegue esa condición expresamente? Por otra parte, será necesario crear usuarios y otros elementos, en los sistemas de la PRO y hasta el mismo Sistema de Compras Públicas (SICOP), ¿dado que es una razón social independiente?



1. Por último, los permisos de Ingrid y Eduardo, ¿se lograron ampliar?, ellos han ejecutado tareas importantes y realmente valiosas, y este arranque será pesado.



Son solo comentarios y dudas que nacen, a fin de que la Junta inicie y ejecute tareas, de la mejor manera posible, al menos desde mi humilde óptica
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REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL

De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.



TÍTULO I

GENERALIDADES

CAPÍTULO ÚNICO

DEL AMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a la organización y funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase:



Conassif: Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.



Fondo de Jubilaciones y Pensiones: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse de la función judicial.



Junta Administradora o Administrativa: Se refiere a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



L.O.P.J: Ley Orgánica del Poder Judicial.

Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial.



Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.



Supen: Superintendencia de Pensiones.



Artículo 3. – Naturaleza. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la L.O.P.J, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Asimismo, contará con personalidad jurídica instrumental y patrimonio propio, creado conforme el artículo 239 de la Ley 9544, cuyo objetivo fundamental consiste en la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en beneficio de las personas servidoras del Poder Judicial y de la población jubilada y pensionada.



Artículo 4. – Fuentes. La Junta Administradora observará la siguiente jerarquía de las fuentes del Ordenamiento Jurídico:



a) La Constitución Política.



b) Los tratados y convenios internacionales, sobre Seguridad Social y Derechos Humanos ratificados por Costa Rica.



c) Su Ley Constitutiva y las demás leyes que le sean aplicables.



d) La normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.



e) La normativa emitida por la Contraloría General de la República en lo que respecta a contratación administrativa.



f) Los decretos que reglamenten la materia de su competencia.



g) La reglamentación interna y acuerdos que dicte la Junta Administradora.



h) Los principios generales del derecho y la jurisprudencia.

 

Esta normativa servirá para interpretar, integrar y delimitar el accionar de la entidad, en materia de Seguridad Social.



Artículo 5. – Políticas. Corresponderá a la Junta Administradora, con vista en lo dispuesto por la L.O.P.J definir las políticas que permitan administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



Artículo 6. – Competencias. Según las facultades conferidas por la L.O.P.J., corresponderá a la Junta Administradora la administración del Fondo; conceder, modificar o cancelar las jubilaciones y pensiones otorgadas: aprobar el reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, la concesión de préstamos y velar por el correcto manejo financiero contable de las inversiones y posibles riesgos.  



TÍTULO II

SOBRE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO

CAPÍTULO I

INTEGRACIÓN Y ELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO

Artículo 7. – Elección. La elección de las personas integrantes de la Junta Administradora se regirá bajo el procedimiento establecido por la Corte Plena del Poder Judicial, de conformidad con los presupuestos indicados en el artículo 240 de la L.O.P.J.



Artículo 8. – Integración. De conformidad con el artículo 240 de la L.O.P.J., la Junta Administradora, estará integrada por seis integrantes, a saber:



a) Tres personas elegidas democráticamente por el colectivo judicial.



b) Tres personas designadas por Corte Plena.



Las personas integrantes tendrán suplentes para que los sustituya en sus ausencias, quienes deberán cumplir con los mismos requisitos de las personas titulares. Quienes integran la Junta Administradora durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que dicte la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.



Para la suplencia respectiva, la Secretaría de la Corte, establecerá el sorteo por cada grupo que corresponda, sea que las personas suplentes elegidas por el colectivo judicial suplan a los titulares elegidos por el mismo grupo y los suplentes designados por Corte Plena suplan a los titulares de ese grupo.



CAPÍTULO II

DE LAS ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO

Artículo 9. – Competencias de la Junta Administradora del Fondo. Conforme lo establecido en el artículo 239 de la L.O.P.J, compete a la Junta Administradora:

 

a) – Administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



b) – Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.



c) – Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y ejercer las acciones de cobro necesarias.



d) – Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de personas jubiladas inválidas.



e) – Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la L.O.P.J y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.



f) – Cumplir con la legislación aplicable y la normativa que dicte la Contraloría General de la República en materia de Contratación Administrativa.



g) – Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.



h) – Dictar las políticas para la correcta administración e inversión de los fondos que por concepto de comisión por gastos administrativos (cinco por mil) por ley se le han asignado, velar por la correcta recaudación y utilizarlo con prudencia y frugalidad. Por lo anterior, el cobro de esta comisión se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta Administradora deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.



i) – Establecer las políticas de inversiones para los fondos que administra, conforme a los lineamientos establecidos por la Superintendencia de Pensiones, como mejor convenga a los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, procurando que en todo momento medien condiciones de máxima seguridad y rentabilidad.



j) – Aprobar el monto de la reserva matemática que respaldará el financiamiento del perfil de beneficios para el régimen administrado por la Junta Administradora.



k) – Nombrar a todo el personal y a las personas que conforman los Comités.



l) – Conocer, improbar o aprobar los informes que sometan a su seno los Comités de Inversiones, de Riesgos y cualquier otro Comité que se conforme y velar porque los acuerdos sean cumplidos en tiempo y forma, según los plazos establecidos por la Junta.



m) – Resolver los recursos de reconsideración que se interpongan en el procedimiento de declaratoria de beneficios y dar por agotada la vía administrativa, para lo cual deberá ser interpuesto por la persona interesada dentro del plazo de tres días, a partir del día siguiente de la notificación del acuerdo.  



n) – Ordenar la realización de los estudios actuariales correspondientes, según lo dispuesto en la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen), para el adecuado estudio y manejo de los fondos bajo su administración y perfiles de beneficios, con el propósito de garantizar la permanencia y estabilidad económica, financiera y actuarial del régimen.



o) – Asentar en los libros de actas, sean estos electrónicos o físicos, todas las sesiones y acuerdos del órgano colegiado y velar porque las actas sean firmadas por la persona con cargo de presidente y secretario de la Junta Administradora.



p) – Designar a las personas responsables autorizadas para la firma mancomunada en las cuentas corrientes de la Junta Administradora.



q) – Contratar o cesar las asesorías que considere necesarias para la toma de políticas relativas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



r) – Formular y aprobar el Plan Estratégico de la Junta Administradora, velar por su ejecución y actualizarlo al menos cada dos años.



s) – Aplicar el régimen disciplinario al personal a su cargo.



t) – Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.



Artículo 10. – Deberes de las personas integrantes de la Junta Administradora:

	

a) Asistir a las sesiones puntualmente.



b) Excusarse, según sea el caso, por la inasistencia a las sesiones. 



c) Modificar o aprobar el orden del día de las sesiones del Órgano Colegiado.



d) Emitir sus votos en los asuntos que se someten a conocimiento de la Junta Administradora.



e) Integrar los Comités que la Junta Administradora les asigne.



f) Rendir informes verbales o escritos, según lo solicite la Junta Administradora, de todas las gestiones que realice en representación de la Junta o por encargo de ella.



g) Comunicar a la Presidencia de la Junta Administradora su retiro momentáneo o definitivo de la sesión correspondiente.



h) Pedir y obtener de la persona que ejerce la Presidencia el derecho de palabra para referirse a un asunto y externar su criterio hasta por tres turnos no mayores a cinco minutos cada uno de ellos, salvo que por la importancia del tema y a propuesta de alguna de las personas integrantes, en el ánimo de buscar consenso, la Junta Administradora apruebe que el término de cada intervención se aumente pertinentemente a los requerimientos. Para estos efectos no se permitirá la cesión de tiempo por parte de una de las personas integrantes en beneficio de otra.



i) Cuando se trate de un asunto en el que medie conflicto de interés, la persona se ausentará de la sesión o de los Comités durante el tiempo que dure la discusión y resolución de este.



Artículo 11. – Atribuciones. Atribuciones de los miembros de la Junta Administradora:



a) Formular los proyectos, proposiciones y mociones que consideren oportunas.



b) Cuando una moción presentada por una persona integrante tenga más de dos sesiones continuas, sin que haya sido conocida por la Junta Administradora, deberá ser puesta en discusión como punto primero del orden del día de la sesión ordinaria inmediata.



c) Solicitar por medio de la Presidencia, la información que sobre algún asunto considere necesaria para su mejor conocimiento y resolución.



d) Pedir la revisión de los acuerdos y resoluciones de la Junta Administradora, solicitar la revocatoria de los acuerdos que no hayan sido ejecutados, en los casos que no se afecten situaciones jurídicas consolidadas o derechos adquiridos de buena fe.



e) Cuando una persona integrante considere que algún acuerdo vulnera disposiciones concretas del ordenamiento jurídico, podrá presentar en cualquier tiempo, la revisión del acuerdo respectivo, la cual para el análisis correspondiente requerirá el voto afirmativo de mayoría simple de los miembros de la Junta Administradora presentes.



f) Solicitar recesos, cuando a su criterio, sea necesario buscar consensos, agilizar, y ordenar las sesiones.



g) Suscribir, promover, celebrar y aprobar convenios y contratos.



Artículo 12. – Del ejercicio de la representación. Las personas integrantes de la Junta Administradora ejercerán sus funciones con absoluta independencia, y bajo su exclusiva responsabilidad, con sujeción a las normas establecidas por las leyes, los reglamentos aplicables y los principios de la ciencia, la técnica, la prudencia y la responsabilidad administrativa. Tendrán la más completa libertad para proceder, en el ejercicio de sus funciones, conforme con su conciencia y su propio criterio, razón por la cual serán personalmente responsables de su gestión en la dirección general de la Junta.



Artículo 13. – De la responsabilidad. Las personas integrantes de la Junta Administradora serán solidariamente responsables, durante su respectivo período de nombramiento, de las pérdidas ocasionadas por su culpa o dolo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y estarán sujetos a las disposiciones y deberes contemplados en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública Nº 8422. En el ejercicio de sus funciones observarán la máxima prudencia y frugalidad, la exclusión de responsabilidad se producirá si en el acta respectiva consta su oposición expresa contra el acuerdo del caso. En el evento que se superare el monto asegurado en la póliza de fidelidad, la responsabilidad personal subsistirá por el saldo no cubierto.



CAPÍTULO III



DE LA INSTALACIÓN DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO



Artículo 14. – Elección de su Directorio. En la primera sesión ordinaria de febrero de cada año, la Junta Administradora tendrá como primer punto de agenda, la elección de su Directorio, conformado por la persona con cargo de presidente, vicepresidente, secretaría, tesorero y las restantes personas integrantes, tendrán el carácter de personas directoras, en el orden en que resulten electas. El cargo de presidente deberá alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y los de Corte Plena.  



Artículo 15. – De la persona con cargo de presidente. En caso de ausencia o de enfermedad y en general cuando concurra alguna causa justificada, la persona con cargo de presidencia de la Junta Administradora será sustituida por quien ostente el cargo de vicepresidente en el ejercicio de sus atribuciones y deberes. Cuando se encuentren ausentes las dos personas antes indicadas, la presidencia será asumida por la primera persona con cargo de director o subsiguientes.



Artículo 16. – Alcances de la representación. De conformidad con la L.O.P.J, corresponde a la persona con cargo de presidente de la Junta Administradora, la representación judicial y extrajudicial de la Junta, quien, en ejecución de los acuerdos tomados por el Órgano Colegiado, tendrá las facultades de un apoderado, con las limitaciones que el acuerdo de su nombramiento establezca, debiendo inscribirse su representación en la sección de personas jurídicas del Registro Nacional.



Artículo 17. – Del procedimiento para la elección del Directorio. Para la elección del Directorio en la primera sesión del año, la votación, será pública, se hará por cada puesto, y la presidirá AD-HOC quien cuente con mayor edad; se declararán electas para los cargos indicados, quienes obtengan mayoría simple de los y las presentes.



En los casos de empate se realizará una nueva elección entre las personas candidatas que hayan obtenido el mayor número de votos, de persistir el empate, la elección se definirá mediante un mecanismo aleatorio, escogido por la presidencia Ad-Hoc.



Los acuerdos que se deriven de estas elecciones carecerán de los recursos previstos en el presente Reglamento y en la Ley General de la Administración Pública.



CAPÍTULO IV



DE LA PRESIDENCIA, LA TESORERÍA Y LA SECRETARÍA 



Artículo 18. – Facultades de quien ejerce la Presidencia. La persona que ostente el cargo de la Presidencia o quien lo sustituya, tendrá las siguientes atribuciones:



a) Ejercer las funciones de máxima jerarquía de la Junta Administradora, correspondiéndole la representación judicial y extrajudicial con las facultades que el acuerdo de su nombramiento establezca.



b) Presidir con todas las facultades necesarias para ello, las sesiones de la Junta Administradora, las que podrá suspender en cualquier momento por causa justificada.



c) Dirigir las discusiones de los asuntos sometidos a conocimiento de la Junta Administradora, de acuerdo con la normativa que rige el actuar de la Junta, procurando que el debate se oriente a los puntos fundamentales del caso.



d) Conceder la palabra en el orden solicitado, salvo que se trate de una moción de orden, en cuyo caso se la concederá a la persona proponente inmediatamente después que hubiere finalizado en el uso de la palabra quien la tuviere en ese momento. Se entenderá por moción de orden, las peticiones o proposiciones formuladas para encausar o modificar el asunto o proyecto que se discute. Éstas han de referirse necesariamente a cuestiones de procedimiento y tienen prioridad en la discusión.



e) Velar por el orden de las deliberaciones y someter a votación, los asuntos de competencia de la Junta Administradora. Computar los votos y declarar la aprobación, proposición o su rechazo. Llamar al orden cuando el caso lo justifique.



f) Resolver cualquier asunto en caso de empate, para cuyo caso tendrá voto calificado, de conformidad con el artículo 240 de la L.O.P.J.



g) Velar porque la Junta Administradora cumpla la legislación aplicable, las directrices y los reglamentos relativos a su función.



h) En cuanto a los aspectos administrativos de las labores de la Junta Administradora, fijar directrices generales e impartir instrucciones. 



i) Convocar a sesiones extraordinarias, con al menos veinticuatro horas de anticipación, salvo casos de emergencia, debiendo indicar en la convocatoria el orden del día, el cual no podrá ser modificado posteriormente, ni durante la sesión, excepto que estuvieren de acuerdo en ello la totalidad de personas integrantes presentes en la sesión.



j) Confeccionar el orden del día de las sesiones ordinarias, con la colaboración de la persona con cargo de Secretaría, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de las demás personas integrantes de la Junta Administradora, las que deberán ser formuladas al menos con veinticuatro horas de antelación, salvo casos de urgencia. En las sesiones ordinarias la Junta puede introducir cambios al orden del día.



k) Llevar la representación de la Junta Administradora en particular y de la Junta en general, en actos públicos, pudiendo delegar esta representación.



l) Resolver las inhibitorias, abstenciones y recusaciones presentadas por los integrantes de la Junta Administradora, de conformidad con lo estipulado en la Ley General de la Administración Pública.



m) Realizar los sorteos para la designación de los suplentes en caso de ausencia de un integrante titular de la Junta Administradora. 



n) Aquellas expresamente estipuladas en las leyes, reglamentos y otras disposiciones normativas y aquellas que le encargue la Junta Administradora y este Reglamento.



Artículo 19. De la Vicepresidencia– Las facultades del vicepresidente serán las mismas del presidente, en el tanto este último se ausente de alguna sesión de la Junta Administradora.



Artículo 20. – De la persona con cargo de Tesorero (a). Corresponderá a la persona con cargo de Tesorero (a) de la Junta Administradora las siguientes facultades y atribuciones:



a) Firmar con la persona con cargo de presidente o vicepresidente los cheques, autorizar las transferencias electrónicas u otros valores.



b) Presentar ante la Junta Administradora el presupuesto anual.



c) Velar porque los estados financieros se encuentren al día de conformidad con la normativa aplicable.



d) Otras relacionadas que le encomiende la Junta Administradora.



e) Aprobar los informes remitidos por el Departamento de Financiero Contable.



Artículo 21. – De la persona con cargo de Secretaría. Corresponderá a la persona con cargo de Secretaría de la Junta Administradora las siguientes facultades y atribuciones:



a) Ordenar la preparación y revisar las actas de la Junta Administradora y fiscalizar que se anoten las observaciones, si existe acuerdo en ese sentido.



b) Vigilar la custodia y la debida actualización de los registros de actas de las sesiones de la Junta Administradora.



c) Ordenar que se disponga con la antelación que estime oportuna las actas para su respectiva firma.



d) Firmar en conjunto con la persona con cargo de presidencia las actas transcritas en el correspondiente registro, dando fe que esa trascripción contiene todas las correcciones realizadas por las personas integrantes al momento de aprobarla.



e) Comunicar las resoluciones de la Junta Administradora, a través de la secretaría de actas, cuando estas no correspondan a la persona con cargo de presidencia.



f) Certificar todo acuerdo o acta que así se requiera.



g) Las demás que le asigne la Junta Administradora



CAPÍTULO V



DE LAS SESIONES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO



Artículo 22. – Generalidades de las sesiones. La Junta Administradora realizará un mínimo de dos sesiones ordinarias mensuales, estas se desarrollarán los días que la Junta decida, a la hora y fecha que indique la convocatoria que se incluirá obligatoriamente como punto de agenda en la última sesión de cada mes y sólo podrá ser modificada mediante acuerdo. Asimismo, podrá sesionar extraordinariamente las veces que se requiera, cuando la persona con cargo de presidente o cuatro de sus integrantes conjuntamente la convoquen. Para reunirse en sesión ordinaria no hará falta convocatoria especial, para reunirse en sesión extraordinaria será siempre necesaria una convocatoria por escrito con una antelación mínima de 24:00 horas, salvo los casos de urgencia, o que se convoque con la asistencia de todas las personas integrantes. A la convocatoria se le acompañará una copia del orden del día. 



Podrán realizarse sesiones virtuales en casos calificados a criterio de la Junta Administradora.



Artículo 23. – De las dietas. Las personas integrantes de la Junta Administradora de conformidad con el artículo 240 de la L.O.P.J, no devengarán ninguna dieta.



Artículo 24. – De la asistencia a sesiones. Podrá asistir la persona gerente o administradora y con carácter excepcional otras personas servidoras o asesoras previamente convocados por Junta Administradora, concediéndoles el derecho de participar en las deliberaciones con voz, pero sin voto. 



Artículo 25. – De la agenda y acuerdos de la Junta Administradora. Los asuntos serán conocidos en el orden de agenda, no obstante, la Junta podrá modificarlos.



Los acuerdos o resoluciones serán adoptados por simple mayoría de las personas integrantes presentes con derecho a voto, salvo en aquellos casos que por disposición legal se exija una mayoría calificada, en caso de empate, quien ejerza el cargo de la presidencia, emitirá el voto calificado en la misma sesión.



No podrá ser objeto de acuerdo ningún asunto que no figure en el orden del día, salvo que sea declarada la urgencia del asunto por mayoría simple.



Las personas integrantes de la Junta Administradora votarán los asuntos sometidos a su conocimiento. No obstante, cuando tres personas manifiesten su deseo de estudiar más un asunto, petición o proposición sometida a conocimiento de la Junta, se postergará por una sola vez la votación, hasta la sesión siguiente. Para revocar un acuerdo firme, se requerirá mayoría calificada no menor a cinco de sus miembros.



Artículo 26. –  Del recurso de revisión y observaciones de forma. En el evento de que alguna de las personas integrantes interponga recurso de revisión de un acuerdo, el mismo será resuelto al conocerse el acta de la sesión respectiva, de conformidad con los lineamientos establecidos en la Ley General de la Administración Pública.



Las simples observaciones de forma, relativas a la redacción de los acuerdos y del acta en general, no serán consideradas, para los efectos anteriores, como recurso.



Artículo 27. – Del quórum para sesionar. El quórum para que pueda sesionar válidamente la Junta Administradora se formará como mínimo con 4 de los 6 integrantes convocados.



Artículo 28. –  De la asistencia y sus justificaciones. Las personas integrantes deberán justificar su inasistencia a las sesiones convocadas ante la Presidencia o la Secretaría de la Junta Administradora, con un plazo no menor a tres días hábiles de la realización de la sesión, a excepción de que la causa sea un caso especial y justificable.



Artículo 29. –  Del lugar de sesiones. La Presidencia de la Junta Administradora podrá convocar a sesiones de la Junta en el lugar que autorice el Órgano Administrativo del Poder Judicial, con el objeto de que las personas integrantes puedan conocer los diferentes asuntos que le conciernen.



Artículo 30. –  De la privacidad de las sesiones. Las sesiones de la Junta Administradora serán privadas, a menos que por mayoría de las personas integrantes, se acuerde en casos especiales, sesionar públicamente. 



Artículo 31. –  De los documentos. Con el propósito de facilitar los debates o discusiones en el curso de las sesiones de Junta Administradora y a fin de procurar analizar y resolver todos los puntos del orden del día, la Secretaría, deberá presentar todos los antecedentes y documentos relativos a aquellos.



Artículo 32. –  Votación de acuerdos. Las decisiones finales de los acuerdos se aprobarán por mayoría de votos, tomando en consideración que, en caso de empate, la persona integrante que posee la condición de presidente tendrá voto calificado.



Artículo 33. – Abstención y recusación. Las causas de abstención y recusación, así como su procedimiento se regirá por lo dispuesto en la Ley General de la Administración Pública.





CAPÍTULO VI



DE LAS ACTAS



Artículo 34. – Su elaboración y contenido. De cada sesión se elaborará un acta, que contendrá la indicación de las personas asistentes, así como las circunstancias de lugar y tiempo en que se ha celebrado. Los puntos principales de la deliberación, la forma y resultado de la votación y el contenido de los acuerdos; cuando alguna persona integrante de la Junta Administradora quiera razonar su voto o comentarlo para que así conste en el acta correspondiente, solicitará a la Presidencia de Junta Administradora, que así lo consigne.



La agenda deberá estar a disposición de las personas integrantes, sea de manera electrónica o impresa, en el momento de abrirse la sesión en que se conocerá.



Artículo 35. – De la aprobación y firmeza de las actas y acuerdos. Las actas se aprobarán, en lo posible, en la siguiente sesión ordinaria o extraordinaria, antes de esa aprobación carecerán de firmeza los acuerdos tomados en la respectiva sesión, a menos que las dos terceras partes de los miembros presentes acuerden su firmeza o se trate de acuerdos adoptados en sesiones extraordinarias, en cuyo caso adquieren firmeza desde su adopción.



Tendrán carácter de excepción aquellos acuerdos tomados por la Junta Administradora relativos a la declaratoria de beneficios para el régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que administra la Junta, en cuyo caso cobrarán firmeza en la sesión de Junta Administradora que se aprueben los informes de Concesión de Derechos, no obstante, la Junta Administradora podrá decidir que la firmeza del acuerdo sea a partir de la aprobación del acta.



Toda corrección se hará constar por vía electrónica o mediante notas al pie del tanto que conservará la Secretaría de la Junta.



Artículo 36. – Del voto y sus reservas. Las personas integrantes de la Junta Administradora podrán hacer constar en el acta su voto a favor o en contrario al acuerdo adoptado y los motivos que los justifiquen, quedando así exentos de las responsabilidades que, en su caso, pudieren derivarse de los acuerdos.



Artículo 37. – Medios de impugnación contra los acuerdos. Contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado. La Junta Administradora podrá revocar dentro de los términos que señala la Ley General de la Administración Pública, conforme el artículo 174, los acuerdos que no hayan sido ejecutados o cuando sea conveniente para los intereses de la Junta, en cuyo caso se requerirá de una mayoría calificada, no menor de cinco de sus integrantes.



Cuando se esté en presencia de nulidades absolutas, se procederá conforme lo señalado en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.



Artículo 38. – Otros acuerdos. Los acuerdos que no sean declarados firmes con base en lo estipulado en este Reglamento, quedarán firmes al aprobarse el acta correspondiente.



Artículo 39. – Del recurso de revisión. Las mociones, acuerdos y demás disposiciones aprobadas por la Junta, podrán revisarse una sola vez, a solicitud de cualquier persona integrante, siempre que la revisión se pida a más tardar al discutirse el acta, recurso que deberá resolverse en la misma sesión.



Artículo 40. – De la comunicación de los acuerdos. Las partes dispositivas de los acuerdos y resoluciones, una vez declarados en firme, cuando fuere del caso, los comunicará la Secretaría General de la Corte.



Con los límites de la confidencialidad (derecho a la intimidad) y otras disposiciones de Ley (asuntos de interés público), se tendrá acceso a las actas o acuerdos de las sesiones de la Junta Administradora, para lo cual se realizará la publicación mediante la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en aras de promover el principio de publicidad y transparencia.

TÍTULO III



DE LOS COMITÉS PERMANENTES Y ESPECIALES



CAPÍTULO ÚNICO



GENERALIDADES



Artículo 41. – De su constitución y sus informes. Cuando algún asunto, por su complejidad e importancia no pueda estudiarse o decidirse en sesión ordinaria, la Junta Administradora lo trasladará al comité permanente o especial que se designe. Para el caso de los comités especiales, deberá necesariamente fijarse el término dentro del cual deberá presentar el informe a partir de la fecha en que se le entregue el expediente respectivo o la documentación requerida, el cual podrá ser prorrogado por la Junta Administradora por circunstancias especiales.



Artículo 42. – De la integración e instalación. La integración de los comités corresponderá definirla a la Junta Administradora, quienes además podrán integrar cualquier comité con voz y voto.



La integración de los comités permanentes se efectuará en las primeras sesiones inmediatas posteriores a la elección del Directorio o según corresponda, por un período anual, los cuales podrán ser reelegidos automáticamente o removidos por la Junta Administradora, en votación de mayoría calificada. 



Los comités permanentes estarán conformados por al menos un integrante titular de la Junta Administradora, así como las demás señaladas en el Código de Gobierno Corporativo. 



Los Comités Permanentes serán los indicados en la normativa de la Superintendencia de, así como cualquier otro comité que la Junta Administradora le otorgue tal condición.



Por su parte corresponderá a las personas integrantes asistir a las sesiones y hacer uso de la palabra para referirse a los asuntos en discusión. Podrán presentar por escrito o verbalmente propuestas y peticiones de orden, forma y fondo, para finalmente dictaminar todos los asuntos sometidos a conocimiento del comité dentro de los términos establecidos.



Artículo 43. – De la delegación y el debate. Por votación conforme los términos de este reglamento, podrá la Junta Administradora delegar en los comités permanentes asuntos propios de su competencia, siempre y cuando se encuentren en el orden del día y no hayan sido aprobados.



Los mismos términos desarrollados por este reglamento para el debate en las sesiones, será utilizado para los comités permanentes y especiales.



TÍTULO IV



OTRAS DISPOSICIONES



CAPÍTULO I



DE LA PERSONA GERENTE O ADMINISTRADORA DEL FONDO



Artículo 44. – De los requisitos y sus facultades. La Junta Administradora podrá elegir, mediante el procedimiento que corresponda, a la persona gerente o administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Su nombramiento se acordará por mayoría calificada. 



Artículo 45. – Atribuciones. Dentro de las funciones, le corresponden los siguientes deberes y atribuciones:



a) Actuará como jefatura superior de todas las dependencias de la Junta y de su personal, excepto de la Auditoría Interna y del Proceso de Riesgos. No podrá nombrar temporal ni permanentemente dentro del personal a parientes hasta el tercer grado por afinidad o consanguinidad, suyos o de las personas integrantes de la Junta Administradora, ni del personal que brindará servicios al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



b) Atender las relaciones con los personeros del Estado, los bancos y demás instituciones públicas, procurando la aplicación de los lineamientos generales del Poder Judicial, de acuerdo con las directrices que dicte la Junta Administradora.



c) Asesorar a la Junta Administradora en los temas que le competen.



d) Orientar, planificar, supervisar y controlar la actividad de todas las dependencias administrativas.



e) Tomar las disposiciones para el mejoramiento del servicio y la buena marcha de la Junta Administradora.



f) Velar por el cumplimiento oportuno de los acuerdos de la Junta Administradora.



g) Someter anualmente a conocimiento de la Junta Administradora el Plan Anual Operativo y el Presupuesto.



h) Preparar los informes complementarios que la Junta Administradora considere oportunos.



i) Ejercer los controles contables necesarios para la sana administración de los Fondos administrados por la Junta.



j) Facilitar la información que requieran los órganos competentes, entre otros la Auditoría Interna o Externa, la Superintendencia de Pensiones u otros y deberá consultar con la Junta Administradora el procedimiento que deberá seguir en caso de duda.



k) Someter a conocimiento de la Junta Administradora, una vez que se ordene su realización y dentro del plazo que se establezca, los estudios actuariales que ordena la L.O.P.J, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



l) Proporcionar a las personas integrantes de la Junta Administradora sin dilación toda la información y copia de la documentación de los expedientes que tiene la Junta, y de todo otro asunto oficial de la Junta que le sea requerido.



m) Las demás funciones que las leyes y sus Reglamentos y la Junta Administradora le asignen.



Artículo 46. – Jefatura del gerente o administrador. La persona designada como gerente o administradora tendrá como jefe directo al integrante nombrado como presidente de la Junta Administradora y responderá únicamente a este.



CAPÍTULO II



DE LA ASESORÍA LEGAL



Artículo 47. – Nombramiento. La Junta Administradora podrá contratar, mediante el procedimiento que corresponda, a un abogado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Su nombramiento se acordará por mayoría calificada. 



Artículo 48. – Funciones. La asesoría legal, entre sus funciones tendrá la obligación de asesorar a la Junta Administradora y a la Gerencia o Administración del Fondo.



Artículo 49. – Atribuciones en relación con la Junta Administradora. En su carácter de asesoría a la Junta Administradora la asesoría legal le corresponde:



a) Representar a la Junta los procesos que se le designen.



b) Asistir en caso de requerirse a las sesiones de Junta y comités y evacuar las consultas técnicas de carácter jurídico que se le planteen.



c) Informar regularmente a la Junta Administradora, de las resoluciones recaídas en los distintos procesos que la Junta sea parte.



d) Informar a Junta Administradora respecto de las modificaciones e incorporación de nueva normativa, de interés para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y en especial, de los distintos fondos que administra la Junta.



e) Elaborar cuando corresponda los estudios y dictámenes jurídicos legales que fundamente las consultas que realice la Junta a otras instancias.



f) Cumplir las funciones que le encomiende la Junta Administradora en el ámbito técnico jurídico.



Artículo 50. – Atribuciones en relación con la Gerencia o Administrador del Fondo. En su carácter de asesoría de la Gerencia o Administración del Fondo, a la asesoría legal le corresponde:



a) Informar a la Gerencia o Administración del Fondo, de las resoluciones recaídas en los distintos procesos que la Junta sea parte.



b) Informar a la Gerencia o Administración del Fondo respecto de las modificaciones e incorporación de nueva normativa, de interés para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y en especial de los distintos fondos que administra la Junta.



c) Elaborar el estudio jurídico que fundamente las consultas que realice la Gerencia o Jefatura del Fondo a otras instancias.



d) Rendir los dictámenes de tipo legal necesarios para la atención de los requerimientos del Órgano.



e) Rendir cualquier otro informe que se disponga por ley o disposición de la Junta Administradora y la Gerencia o Administración del Fondo.



f) Atender otras funciones que la Gerencia o Administración del Fondo le solicite.



TÍTULO V



DISPOSICIONES FINALES



CAPÍTULO ÚNICO



GENERALIDADES



Artículo 51. – Grado de Parentesco de los funcionarios de la Junta Administradora. Las personas servidoras de la Junta Administradora no podrán ser cónyuges ni estar ligado por parentesco de consanguinidad o afinidad, en línea directa o colateral, hasta el tercer grado inclusive, con ninguna persona servidora o integrante de la Junta.



Artículo 52. – Organización interna. Para el eficiente cumplimiento de sus funciones, la Junta organizará sus servicios por medio de los procesos que considere necesarios.



Artículo 53. – Póliza. Con los recursos administrativos de la Junta Administradora, los Integrantes titulares y suplentes de esta, suscribirán una caución mediante una póliza.



Artículo 54. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora.



Artículo 55. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.



Artículo 56. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga.



Artículo 57. –Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su aprobación, publíquese en el Boletín Judicial.
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[bookmark: _Hlk30079931]REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



TÍTULO I



GENERALIDADES



CAPÍTULO ÚNICO



Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a la concesión, suspensión y extinción de las jubilaciones y pensiones, los requisitos, el reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, el traslado de cuotas derivado de éste y la fórmula de cálculo correspondiente.



Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase:



Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse de la función judicial.



Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial.



Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.



LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial.



IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.



MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.



MEP: Ministerio de Educación Pública.



INA: Instituto Nacional de Aprendizaje.



TÍTULO II



DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES



CAPITULO I



SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:



Artículo 3. – Requisitos. Los servidores y servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial.



Artículo 4. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro establecida, la solicitud formal ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224 y 224 bis de la L.O.P.J, correspondiente a cada caso en concreto. La solicitud deberá contener la siguiente información: 



a) Nombre y número de identificación.



b) La fecha exacta del retiro.



c) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones.



La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación.



Artículo 5. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda.



Artículo 6. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobará en sesión los cálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los cálculos.  



Artículo 7. – Solicitud de información. La Junta Administradora, en caso de requerirse, puede solicitar la información que estime pertinente.



Artículo 8. – Ratificación. El derecho de beneficio de jubilación se ratifica con la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.



Artículo 9. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la L.O.P.J. Asimismo, deben estarse a lo dispuesto en el artículo 686 del Código de Trabajo, en cuando a las prohibiciones para ocupar cargos públicos.



Artículo 10. – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable, u otra oficina que designe la Junta Administradora, todas del Poder Judicial. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 



Artículo 11. – Límites en los cálculos. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial deberá contemplar en los cálculos de jubilación lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo del Poder Judicial. 



Artículo 12. – Reajustes. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 



Artículo 13. –  Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito.



Artículo 14. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.





CAPITULO II



SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE



Artículo 15. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda, se deberá contar con un dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



Artículo 16. – Presentación de solicitud. La gestión deberá ser presentada con la documentación que se estime pertinente ante la Dirección de Gestión Humana, con la finalidad de que esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).



Artículo 17. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de Gestión Humana remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo.



Artículo 18. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada, la cual será evaluada para su aprobación.



Artículo 19. – Aprobación. La fecha de aprobación de jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.



Artículo 20. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” con un resultado indicando que la persona servidora judicial evaluada tiene las condiciones para continuar laborando, se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial la información para lo que corresponda. 



Artículo 21. –  Reingreso a ejercer funciones. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee incorporarse al sector laboral, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá aportar la “hoja de criterio” emitida por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), en donde valide que su estado de salud es apto para ejercer funciones. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su conocimiento.



CAPITULO III



SOBRE LOS REQUERIMIENTOS PARA OPTAR POR UNA PENSIÓN:



Artículo 22. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana:



a) Declaración jurada para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.



b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia.



c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitidas.



d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil.



e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua y singular y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 



f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones).



g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante. La Dirección de Gestión Humana consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas.



h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación del centro médico en donde es atendido por la discapacidad que presenta.



Artículo 23. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.



Artículo 24. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos:



a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento.



b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.



c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante.



Artículo 25. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:



a) Personas solteras menores de edad.



b) Personas Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes.



c) Personas Mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas.



Artículo 26. –  Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en un centro de estudios y que obtienen buenos rendimientos en las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 



En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo.



Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión.



Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra inválida e incapaz para ejercer labores remuneradas.



Artículo 27. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 



a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad.



b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.



Artículo 28. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la causante.



Artículo 29. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los estudios socioeconómicos de cada caso en concreto, para determinar las necesidades reales del gestionante y hacer una distribución objetiva, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante.



Artículo 30. – Extinción de la pensión.  Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna.



Artículo 31. – Acrecimiento de pensión. Las asignaciones que caduquen podrán acrecer proporcionalmente las pensiones de las demás personas beneficiarias que se mantienen vigentes de un mismo causante, a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora. 



En todas las solicitudes de acrecimiento de pensión, deberá el Departamento de Trabajo Social realizar el informe socioeconómico para el respectivo análisis de la Junta Administradora.



Artículo 32. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales externos al Poder Judicial de trabajo social para la elaboración de estudios socioeconómicos.



Artículo 33. – Documentación. En cualquier momento, la Junta Administradora podrá solicitar a las partes interesadas la información que considere pertinente, con la finalidad de evacuar cualquier duda al momento de estudiar las solicitudes presentadas por las personas beneficiarias.



CAPÍTULO IV



VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.



Artículo 34. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo, una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser acogido por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa.



Artículo 35. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por el Consejo Superior, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.



Artículo 36. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará la investigación pertinente, para proceder a suspender o denegar el beneficio sin más trámite.



CAPITULO V



RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS



Artículo 37. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 



La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que el interesado cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento.



Artículo 38. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.



Artículo 39. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones el tiempo servido no se podrá computar doble, es decir, solamente se computará el tiempo servido en uno de ellos.



Artículo 40. – Cómputo por tiempos paralelos. Sólo se podrá recibir más de una jubilación o pensión del Estado, en los supuestos permitidos por la ley. 



Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación o pensión deberá presentar a la Dirección de Gestión Humana, en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público.



Artículo 41. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 



a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad.



b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber laborado al Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 



c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 



d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales, (sistema de honorarios o dietas).



e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.



f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo.



Artículo 42. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.



Artículo 43. – Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. - El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida por la Dirección de Gestión Humana para su respectivo trámite, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, esa Dirección procederá al archivo de la gestión.



Artículo 44. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación, la Junta Administrada le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 



Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas:



a) Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.



b) En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.



c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - operario. 



d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 



e) La Dirección de Gestión Humana digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.



Artículo 45. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 



La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula:



(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 



Donde: 



X=Cuota*(1+X/100) 



IPC: Índice de precios al consumidor 



Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 



RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 



Donde: 



RNR: Rendimiento Nominal Real.



RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 



IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio.



La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.



Artículo 46. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.



Artículo 47. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, el Departamento Financiero reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento del beneficiario a quién corresponde el reintegro se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial.



Artículo 48. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial dirigido al Jefe de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Jefe Financiero de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o al responsable o encargado del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por el jefe del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial. 



A la solicitud se acompañará la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por el Departamento de Personal.



Artículo 49. –  Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial. 



Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte del Departamento de Financiero Contable y se harán de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, la que dictará la resolución de estilo ordenando la devolución de las cuotas. 





CAPITULO VI



OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES



Artículo 50. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es en el supuesto de pensión alimentaria. 



Artículo 51. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión, deberá dar audiencia a la persona beneficiaria para que manifieste lo que estime pertinente, en su defecto de corresponder la suma en demasía, se procederá a rebajar en tractos proporcionales, no menores al diez por ciento (10%), con la finalidad de recuperar el monto adeudado, de conformidad con el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, según corresponda, informarán a la Junta Administradora cuando se esté realizando un proceso para recuperar sumas pagadas de más a una persona beneficiaria. 



TÍTULO III



DISPOSICIONES FINALES



CAPÍTULO ÚNICO



GENERALIDADES



Artículo 52. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio pro-fondo.



Artículo 53. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora.



Artículo 54. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.



Artículo 55. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga.



Artículo 56. –Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su aprobación, publíquese en el Boletín Judicial.
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